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OFICIO 220-075613 DE 12 DE ABRIL DE 2023

Doctrina:  
ALGUNOS ASPECTOS 
SOBRE DISTRIBUCIÓN DE 
UTILIDADES

Planteamiento: 

 “1. ¿Puede la asamblea cambiar la destinación de las reservas 
ocasionales y llevarlas a utilidades de ejercicios anteriores por dis-
tribuir, y dar aplicación al artículo 155?

2. ¿En la asamblea general se pueden distribuir utilidades del ejer-
cicio corriente y de ejercicios anteriores?

3. ¿Se puede distribuir utilidades y pagarlas con acciones?

4. ¿Es obligatorio alcanzada la mayoría especial del 78% de los 
asistentes, efectuar distribución de utilidades del 70%?

5. ¿Se puede distribuir más del 70%?

6. ¿Se puede distribuir menos?

7. ¿Se puede optar por no distribuir, y llevarlas a una reserva?”
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POSICIÓN DOCTRINAL:

•	 1. ¿Puede la asamblea cambiar la 
destinación de las reservas ocasio-
nales y llevarlas a utilidades de ejer-
cicios anteriores por distribuir, y dar 
aplicación al artículo 155? .  

En primer lugar, es preciso señalar que las 
reservas “son apropiaciones de las utili-
dades que los asociados deciden detraer, 
con el fin de cubrir contingencias futuras 
o de cumplir la finalidad determinada por 
la asamblea o junta de socios”. El artícu-
lo 154 del Código de Comercio prescribe 
que además de las reservas previstas en 
los estatutos y en la ley, se podrán crear las 
que los asociados consideren necesarias 
o convenientes, siempre que tengan una 
destinación específica y que se aprueben 
conforme a lo dispuesto en los estatutos 
o en la ley. 

La destinación de las reservas ocasiona-
les solo podrá variarse por aprobación del 
máximo órgano social en la forma esta-
blecida en los estatutos o en las normas 
legales. 

Por otra parte, el artículo 453 ibídem, dis-
pone que “Las reservas ocasionales que 
ordene la asamblea sólo serán obligato-
rias para el ejercicio en el cual se hagan 
y la misma asamblea podrá cambiar su 
destinación o distribuirlas cuando re-
sulten innecesarias.”. (Subrayado y ne-
grita fuera de texto).

Ahora bien, dicha distribución deberá rea-
lizarse en los mismos términos para la dis-
tribución de utilidades, pues en todo caso 
“la constitución de una reserva ocasional 
es posponer la distribución del dividendo, 
pero no transfigurar su naturaleza. El ac-
cionista ha accedido a no recibir el pago 
de su dividendo, con el objeto de que la 
sociedad use los recursos para un fin es-
pecífico por los asambleístas determina-
do, pero tal decisión no lleva implícita la 
renuncia a obtener el dividendo en efec-
tivo.” 

•	 2. ¿En la asamblea general se pue-
den distribuir utilidades del ejercicio 
corriente y de ejercicios anteriores? 

•	 4. ¿Es obligatorio alcanzada la mayo-
ría especial del 78% de los asistentes 
efectuar distribución de utilidades 
del 70%? 

•	 5. ¿Se puede distribuir más del 70%? 

•	 6. ¿Se puede distribuir Menos? 

•	 7. ¿Se puede optar por no distribuir, 
y llevarlas a una reserva?” 

Para responder las preguntas antes rela-
cionadas, por estar inmersas en similar 
contexto, al respecto la doctrina de esta 
Oficina ha señalado: 

“Al respecto, en primer lugar, es con-
veniente recordar que uno de los de-
rechos de los socios o accionistas de 
cualquier sociedad, es del de percibir 
utilidades o beneficios económicos ge-
nerados del desarrollo de la empresa o 
actividad prevista en el objeto social –
art. 98 del C. de Co.-, situación que se 
concreta una vez el máximo órgano 
social haya impartido la aprobación al 
balance general correspondiente. 

(…) 

Por su parte, los artículos 445 y 446 del 
Código de Comercio, (…), consagran que 
a más tardar, a 31 de diciembre de cada 
año las sociedades deberán cortar sus 
cuentas y producir el balance general, 
con el fin de ponerlo a consideración 
del órgano rector para su aprobación o 
improbación, acompañado entre otros 
documentos, del proyecto de distribu-
ción de utilidades repartibles –núm. 2 
art. 446 en concordancia con el núm. 3 
del art. 187 ibídem-. De lo que se coli-
ge que es a la junta de socios a quien 
compete en forma privativa, reunida 
en debida forma, decidir y disponer 
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libremente sobre el reparto o no, de 
las utilidades. 

En materia de distribución de utilida-
des, la legislación mercantil consagra 
como regla general, que hechas las 
apropiaciones y las reservas a que hu-
biere lugar, debe distribuirse entre 
los asociados, como mínimo el 50% 
de las utilidades, si tiene que enju-
gar pérdidas de ejercicios anteriores 
(art. 155), ó el 70% de las mismas, si se 
presentan los presupuestos previstos 
en el artículo 454 de la misma obra, 
salvo que otra cosa decida el máximo 
órgano rector con el voto afirmativo 
de un número plural de asociados re-
presentantes del 78% de las cuotas 
representadas en la reunión, si esta-
tutariamente no se ha consagrado 
una mayoría superior. 

Si la sociedad, cualquiera que sea su 
tipo, opta por la distribución de utili-
dades, debe entonces sujetarse a las 
reglas establecidas en los artículos 150 
y 156, en concordancia con el 453 del 
Código de comercio, es decir, el reparto 
de utilidades se hará en los siguientes 
términos: a) En proporción a las cuotas 
que cada uno de los socios posea en el 
capital de la compañía o a la parte pa-
gada de las mismas, b) En dinero en 
efectivo o en dividendos, si se trata de 
una sociedad por acciones, c) Pagade-
ros dentro del año siguiente a la fecha 
en que se decreten por el órgano social 
competente y d) A quien tenga la cali-
dad de asociado al tiempo de hacerse 
exigible el pago. 

Ahora bien, si opta por la no distribu-
ción de utilidades, en ejercicio de las 
atribuciones conferidas en los nume-
rales 3 y 2 de los artículos 187 y 420, 
respectivamente, de la obra citada, los 
asociados pueden destinar la suma co-
rrespondiente a las utilidades liquidas a 
la readquisición de cuotas de la socie-
dad, caso en el cual se dará aplicación 
a algunas de las medidas de que trata 

el artículo 417 ibídem; otra situación es 
que los asociados ordenen que los be-
neficios obtenidos se destinen, parcial 
o totalmente, a incrementar o crear re-
servas voluntarias u ocasionales, en los 
términos del artículo 154 de la mismo 
código, que tiene como finalidad darle 
una mayor estabilidad a la compañía, 
previniendo circunstancias que alteren 
el mercado y la estructura de la empre-
sa. 



5Abril 2023

•	 3. ¿Se puede distribuir utilidades y pagarlos con acciones?

Finalmente, para dar respuesta a esta inquietud se cita el artículo 455 del Código de 
Comercio que dispone: 

“ARTÍCULO 455. PAGO DE DIVIDENDOS EN LA SOCIEDAD ANÓNIMA. Hechas las 
reservas a que se refieren los artículos anteriores, se distribuirá el remanente entre 
los accionistas. 

El pago del dividendo se hará en dinero efectivo, en las épocas que acuerde la asam-
blea general al decretarlo y a quien tenga la calidad de accionista al tiempo de ha-
cerse exigible cada pago. 

No obstante, podrá pagarse el dividendo en forma de acciones liberadas de la 
misma sociedad, si así lo dispone la asamblea con el voto del ochenta por ciento 
de las acciones representadas. A falta de esta mayoría, sólo podrán entregarse 
tales acciones a título de dividendo a los accionistas que así lo acepten. 

Parágrafo. En todo caso, cuando se configure una situación de control en los térmi-
nos previstos en la ley, sólo podrá pagarse el dividendo en acciones o cuotas libe-
radas de la misma sociedad, a los socios que así lo acepten.” (Subrayado y negrita 
fuera de texto). 

https://www.supersociedades.gov.co/documents/107391/159040/OFICIO++++220-075613++++12+DE+ABRIL+DE+2023.pdf/f281d31b-4da9-d6db-4ff9-dd5d343507f3?version=1.0&t=1682609116325
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Doctrina:  
PROCEDIMIENTO PARA LA 
EXPEDICIÓN DE DUPLICADO 
DE TÍTULOS DE ACCIONES POR 
HURTO O PÉRDIDA – ARTÍCULO 
402 DEL CÓDIGO DE COMERCIO   

OFICIO 220-079376 DE 21 DE ABRIL DE 2023

Planteamiento: 

“1. ¿El procedimiento vigente para la expedición de duplicados 
de títulos de acciones en las sociedades anónimas en los eventos 
de hurto, robo y pérdida de los títulos de acciones, es el previsto 
en el artículo 402 del Código de Comercio?

2. ¿Continúa vigente el artículo 402 del Código de Comercio, o el 
mismo fue derogado por el Decreto Ley 019 de 2012 artículo 30 
(decreto anti trámites o por cualquier otra disposición)?

3. ¿Si un accionista al que le han sido hurtados o robados los tí-
tulos de acciones no acredita este hecho ante la sociedad con la 
entrega del denuncio penal que haya presentado ante la autori-
dad competente, la sociedad anónima y sus administradores de 
todas formas están obligados a expedir el duplicado de los títu-
los de acciones?”
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POSICIÓN DOCTRINAL:

Una vez revisado el escrito de solicitud, se 
encuentra que las dudas objeto de estu-
dio recaen sobre lo consagrado en el ar-
tículo 402 del Decreto 410 de 1971, por el 
cual se expide el Código de Comercio, 
siendo este el momento para proceder a 
revisar la norma en cuestión, que a la le-
tra indica: 

“ARTÍCULO 402. En los casos de hurto 
o robo de un título nominativo, la so-
ciedad lo sustituirá entregándole un 
duplicado al propietario que aparezca 
inscrito en el registro de acciones, com-
probando el hecho ante los administra-
dores, y en todo caso, presentando la 
copia auténtica del denuncio penal 
correspondiente. 

Cuando el accionista solicite un dupli-
cado por pérdida del título, dará la ga-
rantía que le exija la junta directiva. 

En caso de deterioro, la expedición del 
duplicado requerirá la entrega por par-
te del accionista de los títulos originales 
para que la sociedad los anule. 

Los títulos al portador sólo serán susti-
tuibles en caso de deterioro.” (Negrilla y 
subraya fuera del texto).

De la misma forma, el escrito hace refe-
rencia al artículo 30 del Decreto Ley 19 de 
2012, por el cual se dictan normas para su-
primir o reformar regulaciones, procedi-
mientos y trámites innecesarios existen-
tes en la Administración Pública o como 
es conocido popularmente “Decreto anti 
trámites”, que indica:

“ARTÍCULO 30. DENUNCIA POR PÉR-
DIDA DE DOCUMENTOS. Ninguna au-
toridad administrativa podrá exigir la 
presentación de denuncia por pérdida 
de documentos con el fin de tramitar 
la expedición del duplicado o rempla-
zo correspondiente, para lo cual basta-
rá la afirmación del peticionario sobre 

tal circunstancia, la cual se entenderá 
efectuada bajo la gravedad del jura-
mento.

Lo previsto en el presente artículo no 
aplicará a los documentos de identi-
ficación de los miembros de la fuerza 
pública y de los cuerpos de seguridad 
del Estado.” (Negrilla y subraya fuera de 
texto).

Ahora bien, es preciso traer a colación en 
este punto lo consignado en el Oficio 220- 
053569 del 03 de julio de 2012, expedido 
por esta Oficina, el cual pone de manifies-
to:

“Sobre el particular, es importante indi-
car que la expedición de títulos accio-
narios en una sociedad por acciones 
propiamente, se encuentra contempla-
do en los artículos 399 a 402 del Código 
de Comercio, dentro de los cuales se 
prevé (artículos 399 y 400) que a todo 
suscriptor deberá expedírsele los títu-
los accionarios, o certificados de las ac-
ciones suscritas en el acto constitutivo, 
situación, una u otra, que dependerá de 
lo efectivamente pagado por cada uno 
de los suscriptores; esto es, al accionista 
que haya pagado la totalidad de las ac-
ciones suscritas se le expedirán títulos 
definitivos; en caso contrario, los títu-
los tendrán el carácter de provisionales 
hasta tanto se cubra la totalidad de los 
mismos. 

Así mismo el Art. 402 ibídem, señala un 
procedimiento en caso de robo, o hurto 
de un título nominativo, según el cual, 
frente a los hechos señalados, el accio-
nista afectado debe solicitar la cance-
lación ante la persona que lleve el re-
gistro de los títulos, para lo cual deberá 
presentar copia del denuncio penal. 

El Denuncio penal, se refiere a la po-
sible comisión de un delito cuando se 
trata de robo o hurto del título nomina-
tivo, razón por la cual se establece en la 
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norma, como requisito para su duplica-
do.

La circunstancia anterior, no tiene rela-
ción con lo señalado en el artículo 30 
del Decreto 0019 de 2012, norma que 
suprime la exigencia de denuncio pe-
nal por la pérdida de documentos, ante 
las autoridades administrativas:

“ARTICULO 30. DENUNCIA POR PÉR-
DIDA DE DOCUMENTOS: Ninguna au-
toridad administrativa podrá exigir la 
presentación de denuncia por pérdida 
de documentos con el fin de tramitar 
la expedición del duplicado o rempla-
zo correspondiente, para lo cual basta-
rá la afirmación del peticionario sobre 
tal circunstancia, la cual se entenderá 
efectuada bajo la gravedad del jura-
mento.

Lo previsto en el presente artículo no 
aplicará a los documentos de identi-
ficación de los miembros de la fuerza 
pública y de los cuerpos de seguridad 
del Estado.”

De otra parte, cabe observar que los pre-
supuestos señalados en el artículo 30 del 
Decreto 0019 de 2012, se refieren a la for-
malización de un trámite ante una auto-
ridad administrativa, para acreditar ante 
ésta la ocurrencia de un hecho como la 
pérdida de un documento, situación dis-
tinta a la regulada en el artículo 402 del 
Código de Comercio, la cual se refiere a 
los requisitos exigidos al interior de una 
sociedad por acciones, para obtener la ex-
pedición del duplicado de un título accio-
nario. 

En conclusión, los presupuestos estable-
cidos en el artículo 402 ibídem, no riñen 
con lo establecido en el Decreto anti trá-
mites, comoquiera que cuando la expedi-
ción del duplicado tiene origen en un he-
cho delictivo como el robo o el hurto, se 
exige acreditar el denuncio penal corres-
pondiente; mientras que cuando se trata 
de la simple pérdida del documento, bas-

ta con la manifestación bajo juramento 
del hecho y la constitución de las garan-
tías que la junta directiva exija para la ex-
pedición del duplicado.”

Por otro lado, es importante tener en 
cuenta las reglas de interpretación de la 
ley, consignadas en los artículos 27 y 28 
del Capítulo IV del Título Preliminar del 
Código Civil, que establecen: 

“ARTICULO 27. INTERPRETACION 
GRAMATICAL. Cuando el sentido de 
la ley sea claro, no se desatenderá su 
tenor literal a pretexto de consultar su 
espíritu. 

Pero bien se puede, para interpretar 
una expresión oscura de la ley, recurrir 
a su intención o espíritu, claramente 
manifestados en ella misma o en la his-
toria fidedigna de su establecimiento.” 

“ARTICULO 28. “SIGNIFICADO DE LAS 
PALABRAS. Las palabras de la ley se 
entenderán en su sentido natural y ob-
vio, según el uso general de las mismas 
palabras; pero cuando el legislador las 
haya definido expresamente para cier-
tas materias, se les dará en éstas su sig-
nificado legal. 

De conformidad con lo dispuesto en los 
artículos anteriores, cuando la norma 
es clara, no le es permitido al interpre-
te buscar significados distintos a lo que 
la misma exprese, por lo tanto, estas se 
deben entender en su sentido natural, 
sin lugar a diferentes interpretaciones.”

Esto, por cuanto debe ser claro para el 
destinatario de las normas relacionadas 
en pretérito, que lo establecido en el artí-
culo 30 del Decreto Ley 19 de 2012, única-
mente opera frente a autoridades admi-
nistrativas en los supuestos indicados. 
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Visto lo anterior, se procede a dar respuesta a cada una de las inquietudes planteadas 
observando el mismo orden en el que fueron formuladas: 

•	 “1. ¿El procedimiento vigente para la expedición de duplicados de 
títulos de acciones en las sociedades anónimas en los eventos de 
hurto, robo y pérdida de los títulos de acciones, es el previsto en el 
artículo 402 del Código de Comercio?”

Sí, a la fecha, el procedimiento para la expedición de duplicado de títulos por hurto o 
pérdida de los mismos, se encuentra consagrado en el artículo 402 del Código de Co-
mercio.

•	 “2. ¿Continúa vigente el artículo 402 del Código de Comercio, o el 
mismo fue derogado por el Decreto Ley 019 de 2012 artículo 30 (de-
creto anti trámites o por cualquier otra disposición)?”

El artículo 402 del Código de Comercio se encuentra vigente a la fecha, sin haber sido 
derogado por el Decreto Ley 019 de 2012, ni por ninguna otra disposición legal, tenien-
do en cuenta las razones expuestas anteriormente.

•	 “3. ¿Si un accionista al que le han sido hurtados o robados los tí-
tulos de acciones no acredita este hecho ante la sociedad con la 
entrega del denuncio penal que haya presentado ante la autoridad 
competente, la sociedad anónima y sus administradores de todas 
formas están obligados a expedir el duplicado de los títulos de ac-
ciones?”

El accionista al que le hayan sido hurtados o robados sus títulos de acciones deberá 
atenerse a lo dispuesto en el artículo 402 del Código de Comercio para solicitar a la so-
ciedad la expedición de los respectivos duplicados, presentando la copia auténtica del 
denuncio penal correspondiente. 

https://www.supersociedades.gov.co/documents/107391/159040/OFICIO+++220-079376++++21+DE+ABRIL+DE+2023.pdf/17373711-8d1e-8a30-175f-986a19c87c31?version=1.0&t=1684416751410
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OFICIO 220-080841 DE 24 DE ABRIL DE 2023

Doctrina:  
VENTA DE BIENES – LIQUIDACIÓN 
JUDICIAL DE SOCIEDADES DE 
ECONOMÍA MIXTA 

Planteamiento: 

“En un proceso de liquidación judicial simplificada de una sociedad de 
economía mixta, regulado por el Decreto 772 de 2020 y la Ley 1116 de 2006, 
que cursa ante la Superintendencia de Sociedades, se tiene un inmueble 
como activo el cual debe ser objeto de venta. Teniendo en cuenta que la 
Ley 1116 de 2006 prevalece sobre cualquier otra ley de carácter ordinario 
que le sea contraría, según el artículo 126 de la ley en mención, y que en 
la misma está establecido que la venta debe hacerse en forma directa o 
acudiendo al sistema de subasta privada según el artículo 57, ¿Hay algu-
na norma con carácter superior a una ley ordinaria que regule la venta de 
los activos de manera diferente a como está regulado en las normas de 
insolvencia?”
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POSICIÓN DOCTRINAL:

En primer lugar, es preciso señalar que la 
Ley 1116 de 2006 en su artículo 2 estable-
ce que “(…) estarán sometidas al régimen 
de insolvencia las personas naturales co-
merciantes y las jurídicas no excluidas de 
la aplicación del mismo que realicen ne-
gocios permanentes en el territorio nacio-
nal, de carácter privado o mixto (…)”, por lo 
tanto, en principio, las sociedades de eco-
nomía mixta estarían sometidas a esta ley. 

Sin embargo, el artículo 1 de la Ley 1105 
de 2006 establece que a las sociedades 
de economía mixta con un aporte estatal 
igual o superior al 90% de su capital social, 
se les aplican las disposiciones de la refe-
rida ley. 

A su vez, es pertinente recordar lo seña-
lado por esta Oficina en Oficio 220-118126 
del 28 de septiembre de 2009: 

“No obstante lo anterior, es oportuno 
recordar que sumado a las cláusulas 
contractuales, las cuales son ley para 
las partes, el porcentaje de participa-
ción de los dineros públicos en el capi-
tal de la sociedad determina el régimen 
jurídico que le es aplicable tal como lo 
prevé el parágrafo 1o del artículo 38 de 
la Ley 489 Cit., que a la letra dice: “ Las 
sociedades públicas y las sociedades 
de economía mixta en las que el Esta-
do posea el noventa por ciento (90%) 
o más de su capital social, se some-
ten al régimen previsto para las em-
presas industriales y comerciales del 
Estado. (Negrilla nuestra), preceptiva 
que también se encuentra prevista en 
el Estatuto Mercantil en el artículo 464, 
condición que habrá de establecerse 
previamente, de suerte que si el monto 
de capital público se ajusta al anterior-
mente mencionado, corresponderá a la 
Entidad Territorial peticionaria, a través 
de su oficina jurídica o de la dependen-
cia que haga sus veces determinar, a 
la luz del Decreto 1222 de 1986, por el 
cual se expide el Código de Régimen 

Departamental y demás normas que 
lo modifiquen o reformen, la existencia 
de normas especiales o excepciones 
reguladas por el derecho público para 
la liquidación de las empresas indus-
triales y comerciales del Estado, o por 
el contrario establecer que la normati-
vidad aplicable es la prevista en el or-
denamiento mercantil, examen nor-
mativo que escapa a la competencia y 
conocimiento de esta Entidad. 

Finalmente, de concluirse que el trámi-
te liquidatorio es el previsto en el Códi-
go de Comercio, el liquidador designa-
do deberá observar el procedimiento y 
las reglas que sobre la materia se pre-
vén a partir del artículo 225, previa ve-
rificación por parte del máximo órgano 
social de las causales especiales de que 
trata el artículo 457 Ib., particularmente 
la prevista en el numeral 2do, referido a 
las pérdidas “ que reduzcan el patrimo-
nio neto por debajo del cincuenta por 
ciento del capital suscrito” o las genera-
les de que trata el artículo 218 Cód. Cit…” 

Ahora bien, para la venta de bienes dentro 
del proceso de liquidación judicial, el De-
creto Legislativo 772 de 2020 prorrogado 
por el artículo 96 la Ley 2227 de 2022, esta-
blece lo siguiente: 

“ARTÍCULO 6. Mecanismos de recu-
peración de valor en los procesos 
de liquidación. En cualquiera de los 
procesos de liquidación judicial de los 
deudores afectados por las causas que 
motivaron la declaratoria del Estado de 
Emergencia Económica, Social y Ecoló-
gica de que trata el Decreto 637 del 6 
de mayo de 2020, deberá preferirse la 
adjudicación en bloque o en estado de 
unidad productiva. Si no pudiera ha-
cerse en tal forma, los bienes serán ad-
judicados en forma separada, siempre 
con el criterio de generación de valor. 
No obstante, el liquidador podrá po-
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ner a consideración de los acreedores 
con vocación de pago la celebración de 
uno o varios contratos de fiducia para 
la transferencia total o parcial de los 
bienes y adjudicación como pago con 
derechos fiduciarios, en conjunto con 
el texto del contrato correspondiente 
y sus condiciones. El Juez de Concurso 
dará traslado de la propuesta y el con-
trato por el término de cinco (5) días. 

Esta propuesta deberá ser aprobada 
por la mayoría de los acreedores con 
vocación de pago. En caso de guardar 
silencio, se entenderá que el acreedor 
respectivo vota positivamente la pro-
puesta. El contrato de fiducia y sus 
cláusulas no son de responsabilidad 
de Juez del Concurso, sin embargo, por 
solicitud de cualquier acreedor, éste 
podrá, antes de su aprobación, requerir 
ajustes en las cláusulas que no corres-
pondan a la finalidad de adjudicación 
como mecanismo de pago y la admi-
nistración razonable de los activos, o 
aprobarlo sujeto a la realización de los 
ajustes que considere necesarios. 

Igualmente, el liquidador podrá adju-
dicar unidades de bienes a acreedores 
o entre grupos de acreedores, preser-
vando las prelaciones legales en forma 
directa. 

PARÁGRAFO 1. Los adjudicatarios de-
berán recibir el pago en dinero a más 
tardar dentro de los dos (2) meses si-
guientes al desembargo de los recur-
sos para el pago. Vencido dicho plazo 
sin que se hubieren recibido estas su-
mas por parte de los acreedores, opera-
rá la caducidad y, como consecuencia 
de la misma, éstas sumas acrecenta-
rán la masa. Respecto de bienes cuya 
tradición implique indefectiblemente 
una actuación previa por parte del be-
neficiario del pago, éste tendrá la car-
ga de cumplir con lo que corresponda 
dentro de los treinta (30) días previstos 
en el artículo 58 de la Ley 1116 de 2006, 
so pena de que opere la caducidad y, 

como consecuencia, tales bienes tam-
bién acrecentarán la masa.” 

Por su parte, el artículo 12 del mencionado 
Decreto Legislativo 772 de 2020, señala lo 
siguiente: 

“ARTÍCULO 12. Proceso de liquidación 
judicial simplificado para pequeñas in-
solvencias. Con el fin de poder atender 
la proliferación de procesos de liquida-
ción judicial y dar una solución rápida 
a las pequeñas insolvencias, los deudo-
res destinatarios del régimen de insol-
vencia empresarial contenido en la Ley 
1116 de 2006, cuyos activos sean inferio-
res o iguales a cinco mil salarios míni-
mos legales mensuales vigentes (5.000 
SMMLV) solo podrán ser admitidos a un 
proceso de liquidación simplificado. 

Para estos efectos, el deudor debe pre-
sentar la solicitud de admisión ante el 
Juez del Concurso, y en los términos 
que este establezca, cumpliendo con 
los requisitos establecidos en la Ley 
1116 de 2006. Verificada la completitud 
de la información, el Juez del Concur-
so admitirá la solicitud y dará inicio al 
proceso de liquidación judicial simpli-
ficada. La información presentada por 
el deudor quedará a disposición de sus 
acreedores en el expediente de forma 
permanente. Las partes tienen la car-
ga de revisar el expediente, asistir a las 
audiencias e informarse completa y de-
bidamente sobre el proceso de liquida-
ción judicial simplificado y sus conse-
cuencias. 

El proceso de liquidación judicial sim-
plificado se tramitará de conformidad 
con las siguientes reglas: 

1. (…) 

6. A continuación, correrá un plazo de 
dos (2) meses para ejecutar las ofertas 
de compraventa de activos y vender 
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los demás bienes directamente por un valor no inferior al neto de liquidación, o 
mediante martillo electrónico. 

7. Vencido el periodo anterior, dentro de los diez (10) días siguientes, el liquidador 
presentará un proyecto de adjudicación, siguiendo las reglas señaladas en el artícu-
lo 58 de la Ley 1116 de 2006. El Juez del Concurso mediante auto susceptible única-
mente del recurso de reposición proferirá la decisión de adjudicación. 

(…)”. 

En conclusión, los mecanismos que establecen las normas para la enajenación de ac-
tivos de las sociedades a las cuales les son aplicables las normas de liquidación judicial 
simplificada, son la venta directa o el martillo electrónico.

https://www.supersociedades.gov.co/documents/107391/159040/OFICIO+++220-080841+++24+DE+ABRIL+DE+2023.pdf/c2034b12-c1fe-4f87-4958-1d208e59fd5b?version=1.0&t=1682429945853
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OFICIO 220-082263 DE 26 DE ABRIL DE 2023

Doctrina:  
RESERVA LEGAL DE LA 
INFORMACIÓN CONTENIDA 
EN EL LIBRO DE REGISTRO DE 
ACCIONISTAS DE UNA SOCIEDAD 
POR ACCIONES SIMPLIFICADA

Planteamiento: 

“1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 3 de la Ley 1258 de 2018 
y el artículo 61 del Código de Comercio ¿Qué tipo de información del Libro 
de Registro de Accionistas se considera con carácter de reserva comer-
cial?

2. ¿Qué tipo de información del Libro de Registro de Accionistas podría 
considerarse como dato semiprivado?

3. ¿Cuál es el fundamento normativo para solicitar información acciona-
ria que en principio cuenta con reserva comercial?

4. ¿En qué casos puede un tercero solicitar información del Libro de Re-
gistro de Accionistas? y en ese sentido, ¿a qué tipo de información podría 
acceder?

5. Una sociedad amparada bajo reserva comercial según lo dispuesto en 
el artículo 3 de la Ley 1258 de 2018 y el artículo 61 del Código de Comercio 
¿Podría negarse a entregar información a terceros del Libro de Registro 
de Accionistas concerniente a la participación accionaria de la sociedad?”
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POSICIÓN DOCTRINAL:

“1. De conformidad con lo dispues-
to en el artículo 3 de la Ley 1258 de 
2018 y el artículo 61 del Código de 
Comercio ¿Qué tipo de informa-
ción del Libro de Registro de Ac-
cionistas se considera con carác-
ter de reserva comercial?” 

En primer lugar, valga aclarar que, contra-
rio a lo expuesto tanto en los consideran-
dos de la consulta como en este primer 
interrogante en el sentido que la socie-
dad por acciones simplificada se rige por 
lo propio de la sociedad anónima en ra-
zón a la remisión que efectúa el artículo 
3º de la Ley 1258 de 2008, dicha remisión 
alude, exclusivamente, a aspectos tributa-
rios. La sociedad por acciones simplifica-
da cuenta con su propio régimen, como 
es la mencionada Ley 1258, que dispone 
en su artículo 45 que, en lo no dispuesto 
en ésta, la compañía se regirá por sus es-
tatutos y, solo ante lo no dispuesto en di-
cha ley o en el contrato social, se remitirá 
a lo dispuesto para la sociedad anónima 
y, en última instancia, a las disposiciones 
generales que rigen a los tipos societarios 
dispuestos en el Código de Comercio. 

Por esta razón, considera esta Oficina que 
la reserva de los libros de comercio a que 
alude el artículo 61 del ordenamiento mer-
cantil aplicará para las Sociedades por Ac-
ciones Simplificadas que en sus estatutos 
no prevea situación que la obvie. 

Ahora, en relación con el tipo de informa-
ción que del libro de registro de accionis-
tas se considera goza de la reserva de que 
se ocupa el mencionado artículo, es me-
nester referir que la posición de esta Ofici-
na sobre el particular es la de que siendo 
la reserva legal la que otorga la facultad 
de oposición de un comerciante de exhi-
bir a terceros sus libros de comercio, por 
cuenta de ésta la información que estos 
libros contiene es la verdaderamente re-
servada. Para el caso del libro de registro 
de accionistas lo serán aquellos datos que 

reposen en su interior que den cuenta de 
la identificación de los accionistas, el por-
centaje de su participación en el capital y 
los demás datos que se inscriban en éste 
relacionados con las situaciones de las 
que resulten objeto las acciones en razón 
a su tráfico jurídico. Por supuesto, dicha 
facultad de oposición no puede ser ejerci-
da en los eventos contemplados en la ley. 

“2. ¿Qué tipo de información del 
Libro de Registro de Accionistas 
podría considerarse como dato 
semiprivado?” 

Teniendo en cuenta que la reserva legal 
de los libros de comercio a que alude el 
mencionado artículo 61 del Código de Co-
mercio no efectúa distinción alguna en-
tre la información contenida en el Libro 
de Registro de Accionistas que pudiera 
ser clasificada como privada o semipriva-
da, considera esta Oficina que dicha cali-
ficación corresponde efectuarla a los ad-
ministradores de la compañía a la que es 
solicitada la información. 

“3. ¿Cuál es el fundamento nor-
mativo para solicitar información 
accionaria que en principio cuen-
ta con reserva comercial?”

La reserva comercial encuentra excep-
ciones en tratándose de requerimientos 
de información, de oficio o a instancia de 
parte, de parte de autoridades jurisdiccio-
nales o administrativas de supervisión, en 
los términos a que aluden los artículos 63, 
64 y 65 del Código de Comercio, veamos: 

“ARTÍCULO 63. Los funcionarios de las 
ramas jurisdiccional y ejecutiva del po-
der público solamente podrán ordenar 
de oficio la presentación o examen de 
los libros y papeles del comerciante en 
los casos siguientes: 

1) Para la tasación de los impuestos a 
fin de verificar la exactitud de las decla-
raciones; 
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2) Para la vigilancia de los estableci-
mientos de crédito, las sociedades 
mercantiles y las instituciones de utili-
dad común; 

3) En la investigación de delitos, con-
forme a las disposiciones del Código de 
Procedimiento Penal, y 

4) En los procesos civiles conforme a las 
normas del Código de Procedimiento 
Civil. 

ARTÍCULO 64. Los tribunales o jueces 
civiles podrán ordenar, de oficio o a ins-
tancia de parte, la exhibición y examen 
general de los libros y papeles de un 
comerciante en los casos de quiebra y 
de liquidación de sucesiones, comuni-
dades y sociedades. 

ARTÍCULO 65. En situaciones distintas 
de las contempladas en los artículos an-
teriores, solamente podrán ser exami-
nados los libros y papeles de comercio, 
mediante exhibición ordenada por los 
tribunales o jueces, a petición de parte 
legítima, pero la exhibición y examen 
se limitarán a los libros y papeles que 
se relacionen con la controversia. 

(…)”

Adicionalmente, la reserva legal sobre el 
libro de registro de accionistas no pue-
de ser obstáculo para que los accionistas, 
en ejercicio de su derecho de inspección, 
puedan acceder a la información conteni-
da en el mismo como se expone en el ar-
tículo 48 de la Ley 222 de 1995 del cual se 
extrae lo pertinente, así: 

“ARTICULO 48. DERECHO DE INSPEC-
CION. Los socios podrán ejercer el de-
recho de inspección sobre los libros y 
papeles de la sociedad, en los términos 
establecidos en la ley, en las oficinas de 
la administración que funcionen en el 
domicilio principal de la sociedad. En 
ningún caso, este derecho se extende-
rá a los documentos que versen sobre 

secretos industriales o cuando se trate 
de datos que, de ser divulgados, pue-
dan ser utilizados en detrimento de la 
sociedad. (…)”.

“4. ¿En qué casos puede un terce-
ro solicitar información del Libro 
de Registro de Accionistas? y en 
ese sentido, ¿a qué tipo de infor-
mación podría acceder?”

Como se mencionó en el punto anterior, 
los artículos 64 y 65 del Código de Comer-
cio facultan a los tribunales o jueces a or-
denar, a instancia de parte legítima, la ex-
hibición y examen de libros de comercio, 
limitándose a los libros y papeles que se 
relacionen con la controversia. En este 
caso, por parte legítima se tendrá al suje-
to, o tercero, que demuestre interés eco-
nómico en las resultas perseguidas en el 
proceso jurisdiccional interpuesto.

“5. Una sociedad amparada bajo 
reserva comercial según lo dis-
puesto en el artículo 3 de la Ley 
1258 de 2018 y el artículo 61 del 
Código de Comercio ¿Podría ne-
garse a entregar información a 
terceros del Libro de Registro de 
Accionistas concerniente a la par-
ticipación accionaria de la socie-
dad?”

Para efectos de responder esta pregunta, 
es precio remitirse a las respuestas dadas 
las anteriores preguntas, pero adicional-
mente, se deberá tener en cuenta lo esta-
blecido en el artículo 12 de la Ley 2195 de 
2022, el cual es del siguiente tenor:

“ARTÍCULO 12. PRINCIPIO DE DEBIDA 
DILIGENCIA. La Entidad del Estado y 
la persona natural, persona jurídica o 
estructura sin personería jurídica o si-
milar, que tenga la obligación de im-
plementar un sistema de prevención, 
gestión o administración del riesgo 
de lavado de activos, financiación del 
terrorismo y proliferación de armas o  
que tengan la obligación de entregar 
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información al Registro Único de Be-
neficiarios Finales (RUB), debe llevar a 
cabo medidas de debida diligencia que 
permitan entre otras finalidades iden-
tificar el/los beneficiario(s) final(es), 
teniendo en cuenta como mínimo los 
siguientes criterios: 

1. Identificar la persona natural, perso-
na jurídica, estructura sin personería 
jurídica o similar con la que se celebre 
el negocio jurídico o el contrato estatal. 

2. Identificar el/los beneficiarios(s) fi-
nal(es) y la estructura de titularidad y 
control de la persona jurídica, estructu-
ra sin personería jurídica o similar con 
la que se celebre el negocio jurídico o 
el contrato estatal, y tomar medidas ra-
zonables para verificar la información 
reportada. 

3. Solicitar y obtener información que 
permita conocer el objetivo que se pre-
tende con el negocio jurídico o el con-
trato estatal. Cuando la entidad estatal 
sea la contratante debe obtener la in-
formación que permita entender el ob-
jeto social del contratista. 

4. Realizar una debida diligencia de 
manera continua del negocio jurídico 
o el contrato estatal, examinando las 
transacciones llevadas a cabo a lo largo 
de esa relación para asegurar que las 
transacciones sean consistentes con 
el conocimiento de la persona natural, 
persona jurídica, estructura sin perso-
nería jurídica o similar con la que se 
realiza el negocio jurídico o el contrato 
estatal, su actividad comercial, perfil de 
riesgo y fuente de los fondos. 

El obligado a cumplir con el principio 
de debida diligencia del presente ar-
tículo, debe mantener actualizada la 
información suministrada por la otra 
parte. 

PARÁGRAFO 1o. Dentro de los seis (6) 
meses siguientes a la expedición de la 
presente ley, las autoridades de la rama 
ejecutiva que ejerzan funciones de ins-
pección, vigilancia y control sobre los 
sujetos obligados en el presente artícu-
lo, definirán las condiciones específicas 
que deben tener en cuenta sus vigila-
dos o supervisados para adelantar el 
proceso de debida diligencia. El incum-
plimiento del principio de debida dili-
gencia y conservación y actualización 
de la información será sancionado por 
cada autoridad, atendiendo sus corres-
pondientes regímenes sancionatorios. 

PARÁGRAFO 2o. La identificación ple-
na de las personas naturales y perso-
nas jurídicas a las que hace referencia 
el artículo 27 de la Ley 1121 del 2006, se 
cumple con lo descrito en el presente 
artículo.

PARÁGRAFO 3o. Los obligados a cum-
plir con el presente artículo deben 
conservar la información obtenida en 
aplicación del principio de debida dili-
gencia durante el tiempo que dure el 
negocio jurídico o el contrato estatal, y 
al menos durante los cinco (5) años si-
guientes contados a partir del 1 de ene-
ro del año siguiente en que se dé por 
terminado el negocio jurídico o el con-
trato estatal o efectuada la transacción 
ocasional. 

Cuando la persona jurídica, estructura 
sin personería jurídica o similar o enti-
dad del Estado sea liquidada, el liqui-
dador debe conservar la información 
obtenida en aplicación del principio de 
debida diligencia durante al menos los 
cinco (5) años siguientes contados a 
partir del 1 de enero del año siguiente a 
la liquidación. 
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PARÁGRAFO 4o. Para efectos de cumplir con lo dispuesto en el presente artículo, 
las personas naturales, personas jurídicas, estructuras sin personería jurídica o simi-
lares tendrán la obligación de suministrar la información que le sea requerida por 
parte del obligado a cumplir con el presente artículo. 

PARÁGRAFO 5o. El incumplimiento de las disposiciones del presente artículo aca-
rreará las sanciones respectivas previstas por cada una de las autoridades que ejer-
zan funciones de inspección, vigilancia y control para los obligados a cumplirlas.”

https://www.supersociedades.gov.co/documents/107391/159040/OFICIO++++220-+082263++++26+DE+ABRIL+DE+2023.pdf/f198a4ad-a31a-9805-f8df-6834e5a89a65?version=1.0&t=1682609369411
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OFICIO 220-083969 DE 28 DE ABRIL DE 2023

Doctrina:  
IMPOSIBILIDAD DE REALIZAR 
UNA FUSIÓN ENTRE SOCIEDADES 
Y ESAL

Planteamiento: 

 “Emitir concepto acerca de la viabilidad jurídica para fusionar una fun-
dación y que, por tanto, esta sea absorbida por una sociedad comercial, 
cuando ambos entes tienen un objeto social igual, similar o complemen-
tario.”
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POSICIÓN DOCTRINAL:

Sobre el particular, es preciso recordar lo 
señalado por esta entidad mediante Ofi-
cio 220-238735 del 2 de noviembre de 
2022: 

“(…) el peticionario formula una pre-
gunta relacionada con la posibilidad 
de adelantar la fusión entre una cor-
poración sin ánimo de lucro y una so-
ciedad mercantil. En su momento, este 
Despacho indico que “la fusión en los 
términos de las disposiciones legales 
invocadas está regulada a propósito 
de sociedades mercantiles, lo que de 
suyo implica que es presupuesto de-
terminante para la procedencia de la 
operación, la participación exclusiva 
de personas jurídicas societarias, y, por 
consiguiente, la imposibilidad de fu-
sionar sociedades con cooperativas y 
otras entidades sin ánimo de lucro y 
viceversa, dada la diferente naturaleza 
jurídica de unas y otras”. 

En concordancia con pronunciamien-
tos más recientes, es pertinente traer 
a colación lo señalado por este Despa-
cho en su Oficio 220-201838 del 3 de di-
ciembre de 2018, que por cierto alude 
al oficio al que se hizo mención en el 
párrafo anterior: 

“La posición doctrinal antes aludida, 
destaca la inviabilidad legal de que una 
sociedad se fusione con una entidad 
sin ánimo de lucro, lo que al mismo 
tiempo se puede predicar en el caso de 
fusión entre empresas unipersonales y 
entidades sin ánimo de lucro, habida 
cuenta que tal como se ha anotado de 
forma reiterada en el presente oficio, el 
artículo 172 del Estatuto Mercantil solo 
contempla la fusión para sociedades 
comerciales, y por aplicación del artí-
culo 80 de la Ley 222 de 1995 para las 
empresas unipersonales. (…). 

(…) Y en lo que toca con la fusión, se ha 
de indicar que como quiera que el ar-
tículo 172 del Código de Comercio solo 
opera en materia de sociedades y de 
empresas unipersonales, no resulta ju-
rídicamente posible la fusión entre es-
tas últimas y las denominadas entida-
des sin ánimo de lucro.” 

En este orden de ideas, teniendo en 
cuanta su naturaleza jurídica, las carac-
terísticas y su propósito, no resulta via-
ble en concepto de este Despacho, la 
apreciación que la solicitud plantea, en 
cuanto la posibilidad de efectuar una 
operación de fusión o escisión cuando 
los estatutos de la ESAL, pacten que 
procede la fusión y/o escisión con una 
sociedad comercial, pues como se ha 
visto, las disposiciones legales que regu-
lan este procedimiento, son de carácter 
restrictivo y en esa medida aplican para 
las personas jurídicas destinatarias de 
las mismas, de manera que la circuns-
tancia de estipular su procedencia, no 
tiene la virtud de hacer extensivos a las 
ESAL, los alcances de las normas cita-
das.” (Subrayado fuera del texto). 

Dicho esto, vale la pena traer a colación 
lo establecido en el Capítulo VI de la 
Circular Básica Jurídica de la Superin-
tendencia de Sociedades referente a la 
autorización de reformas estatutarias - 
fusiones y escisiones -:

GENERALIDADES

6.1. Competencia. Corresponde a la Su-
perintendencia de Sociedades autori-
zar las reformas estatutarias consisten-
tes en fusión y escisión de (i) sociedades 
mercantiles y empresas unipersonales 
vigiladas, (ii) sociedades sometidas a 
control y (iii) sociedades sometidas a la 
supervisión de otra entidad siempre y 
cuando dicha autoridad no cuente con 
la facultad de autorizar fusiones y esci-
siones. 
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Para los efectos del presente capítulo, se utilizará el término “Entidad(es) Empresa-
rial(es)”, para hacer referencia a sociedades y empresas unipersonales que realicen 
operaciones de reformas estatutarias consistentes en fusión y escisión.” (Subrayado 
fuera del texto). 

Ahora bien, de acuerdo con lo señalado y reforzando la tesis hasta aquí planteada, 
es claro que frente un escenario de fusión o escisión entre dos ESAL, la Superinten-
dencia de Sociedades no es el órgano competente para conocer de ello y mucho 
menos emite una autorización para solemnizar este tipo de reformas estatutarias. 
De la misma manera, tampoco es posible un escenario en el que se intente llevar a 
cabo una escisión o fusión entre una ESAL y una sociedad comercial, por cuanto la 
legislación comercial solo previo este tipo de operaciones entre sociedades comer-
ciales.” (Subrayado fuera del texto). 

Con base en lo expuesto, no es posible la realización de una fusión entre una ESAL y 
una sociedad comercial.

https://www.supersociedades.gov.co/documents/107391/159040/OFICIO++++++220-+083969++++28+DE+ABRIL+DE+2023.pdf/91ffd4ef-1636-a044-6918-1afc2457cd6c?version=2.0&t=1682713689504
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